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LUIS ALBERTO AYAUCAN SÁNCTIEZ

Lima.22 dc octubre de 2018

ASllNTo

Recurso de agravio constitucional intel?uesto por don Luis Alberto Ayauca¡l
Sánchez contra la resolución de fojas 98, de fecha 08 de agosto de 2017, expedida por la
Segunda Sala Civil de la Coñe Supeiior de Justicia de Lima, que revocó la sentencia dc

pdmera instancia en el extremo clue condena con el pago de costos a la Ol-lcina de

Normalización Previsional.

I,'l iNl)AMENTOS

En la sentencia emitida en el Expcdientc 00987-2014-PAITC, publicada en el dtano
oftcial El l'eruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estabieció, cn cl
fundamento ¿19, con carácter de precedenle, que se expedirá sentencia inte¡locutori3
dcnegatoria, dictada sin más trámite, cua[do se presente alguno dc los siguientes
supuestos, que igualmente esta[ contenidos en cl artículo 11 del Reglamento
Normativo del T¡ibunal Constitucional:

Carezca de lundamenlación la süpuesta vulneración que se invoque
La cuestión de Derecho contenida en el ¡ecurso no sea de espccial

ia constitr.lcional
slión de Derecho invocada contradiga Lln precedente del l'r'ibunal

tr.¡cional

) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmcnte igualcs

2. En la sentencia ¡ecaída en el Expediente 01980-2013-PHD/TC, publicada en el
portal web institncional el 2,1de agosto de 2015 y en el diario oñclal El Peruano cl
3 de febrero de 2016, se desestimó el recurso de agravio constitucionai re{érido al
pago de costos procesales, en virtud de lo establecido en el último párraib del
articulo 413 del Código Procesal Civil, dado que en ese caso la Oñcina de

No¡malización P¡evisional (ONP) se allanó dent¡o del plazo para contestar la

3. A juicio de esta Sala del 'f¡ibunal Constitucional, el ext¡emo impugnado (1a

condena de costos procesales) es una pretensión acceso¡ia a la principal
(consiste[te en que se le enlregue copias de su expediente administr]livo
11100134302). Aho¡a bien, en la medida que la discusión planteada es sobre cl
pago de los costos procesales, es decir una prelensión accesoria, no existe lesión
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que comprometa el derecho fundamental involucrado. Por consiguienle, no

co(esponde expedir un pronunciamieüto de fondo debido a que lo accesorio sigue,

nccesariamente. la sucne de lu principcl.

4. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 y 3 supra, se veriñca que

el presente ¡ecurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el

acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del a¡ticulo 1l del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, imp¡ocedente
el accurso de agravio conslilucroncl.

Por estos fundamentos, el Tdbunal Constitucional, con la autoridad que 1e

confiere la Constitución Politica del Perú, y la paficipación del magistrado Espinosa-

Saldaña Baffera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferero Costa.

Además, se incluye el ftmdamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera.

RESUELVE

Declarar TMPIiOCEDENTE el recurso de agravio constitucional

Publíquese y notiliquese.

SS

L s-1
Lo qug. eot



Li"Yr.aw
TRIBUNAL CONST¡TUCIONAL

IiillffiltiiltLiltflI tilil
EXP. N.. 01081-2018-PHD/TC
LIMA
LUIS ALBERTO AYAUCAN SÁNCHEZ

Coincido con cl sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, creo necesario
añadh las siguientes consideraciones que anoto a continuación:

FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA
BARRERA

Aquí ha quedado plenamente acrcditado que el recurso de agravio
constitucional no encuent¡a respaldo en el contenido constitucionalmentc
protegido de los derechos invocados por la parte dcmandante. Sicndo así, se
verifica que se ha incunido en la causal de rechazo prevista eI1 el acápite b) del
fundamento 49 de la sentencia emitida en cl Expedientc 00987-2014-p,d/TC y
en el inciso b) dcl artículo 11 del Reglamerto Normativo del l'ribunal
Constitucional.

2. Sin embargo, considero que la posición en mayoría ha incurido en una omisió¡
al no haber respelado el fomato aprobado y ratiñcado por el pleno del Tribunal
Constitucional para presenta¡ los supuestos descrjtos en el párrafo anterior.
Co¡sidero que la utilización de los rele¡idos fo¡matos resulta necesaria, pues, en
p mer témino, es obligación de este Tribunal, respetar y hacer respetar sus
propios acuerdos en aras de la defensa y el fortalecimiento de su propia
instituciomlidad.

3. De otra parte, convicne tener prcsente que, en el caso concreto, la utilización del
mencionado fo¡mato pemite recoger con mayor claridad y rigurosidad la
áplicación de Ia causal de rechazo prcvista en el acápite b) del fundamento 49 de
la sente¡cia emitida en el Expediente 00987-201,1-PA/TC y en el inciso b) del
afiículo l1 del Reglamento Normativo del 'l ¡ibunal Constitucional. Así, luego
de señalar expresamente los supuestos en los que se expedirá se¡tencia
interlocr¡toria, desarrolla los alcances respecto a lo qüe debc entenderse por que
el rccu6o de agravio no esté ¡eferido a una cuestión de Derecho de especial
trascendencia constitucional. Solo con esas anotacio¡es previas, puedc pasarse
luego al análisis del caso concreto, y comprende¡se a cabalidad dicho análisis.

S.

L/,4) a_
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

Lo ' ce¡llrico:
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRA.DO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamenle
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-P A/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los furdamentos que a
continuación expongo:
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EL TRTBUNAL CoNSTrrucroNAL CoMo coRTE DE REvrslóN o FALLO y No Dr,
CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el Triburul de Garantias Constitucionales como
iNtancia de casación y la Constitución dc 1993 convirtió al T bunal Constitucional
er instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constituciolal, dispuso la creación de un órgano ad ro¿, independiente del Pode¡
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacia comtitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamcntales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era r¡n órgano de control de la Comtitución, que tenía jurisdicción
cn todo el tedtorio nacional para conocer, en Nía de casación, de los hdbeas cotpus
y amparos dencgados po¡ el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para fallar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lcsión a los
dererhos reconoridos en la Constitucio¡.

3. En ese sentido, Ia Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantias
ConstittLcionales, vigente en ese momento, estableció, en sus articulos 42 aI46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma crada o ha incurrido en graves vicios procesales cn la
t¡amitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
scñalar la deñcieícia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Jüsticia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exccso los procesos constitucionales
mencionados.

4. EI modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamente
modificado rln la Constitució[ de 1993. En primer lügar, se amplían los
mecanismos de tutela dc dos a cuatro, a sabet, habeas corpus, afipato, habe.ts data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al l'ribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitr¡ción lo
califica crróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en

[r4
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EL DERECHO a sER oiDo cotr{o MANIFESTACTóN DE LA DEIttocRA l rzACróN DE Los
PRocIsos Cofsr¡TUCIoNALES DE LA LTBERTAD

materia de p¡ocesos constitucionales de la libertad, la Conslitución establece que el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su aftículo 202, inciso 2,
prescribe que corresporde al T buÍal Constitucional "conocer, en última ))
dejinifiva insfancia, las resoluciones denegatorias dictadas en los procesos de
habeas corpus, anpalo, habeari data y acc¡ón de cu tplifiie to". Esta disposición
constitucioDal, desde una posición de fra[ca lute]a de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectl¡ra diversa
contnve¡dria mandatos esenciales de la Constitución, como son i-l principio de
defensa de la persona humana y el ¡espeto de su dignidad como ñÍ supremo de la
sociedad y del Eslado (artículo l), y "ld observancia del debido proceso y tutela
jütisdiccional. Ningula petsona pu¿de ser desvíada de la jw¡sd¡cc¡ón
predetetminada por la lq,, ni sometida a procedimienh dir^tinto de los preriamente
eslablec¡dos, ni juzgada por órga os jurisdiccionales de excepción ni por
comisio es especiales creadas al efecto cualquíera sea su denominacíón",
co¡sagrada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se advieile. a diferencia de lo que acontece en ot¡os paises, en los cuales el
acceso a la última instanci¿ constitucional tiene lugar por la vía del certiorari
(Suprcma Corte de los Estados Uridos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órg¿ulo supremo dc interyretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtcnido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otms palabras, si lo que
está en discusión cs la supuesta ame[aza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abrir la vía correspondiente para que el T bunal Constitucional pueda
pronunciarsc. Pcro la apefiura de esta via solo se produce si se permile al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
anili.is de Io que \( prerende. de lo que se invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concrelización de su de¡echo
ir¡enunciable a la defensa; además, un T¡ibunal ConstitucioÍal constituye el más
el'eclivo medio de defensa de los derechos fundamentales frcnte a los poderes
públicos y privados, lo cüal evidencia cl triunfo de la justicia frente a la
arbit¡ariedad.

tirt
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación p mada es el derecho a ser
oido con todas las debidas garaDtías al interior de cualquier p¡oceso en el cual se

Jeterminen .us dercrhos. intere.es 1 obligaciones.

Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
et'ectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponcr, de manera escrita y
oral, los ¿rgumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que
dcbe rcgir cn todo proceso constitucional-

10. Sobre la intervención de las páfes. conesponde señalar que, en tanlo que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación dei poder que el
Estado ostenta sob¡e las pe$onas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los de¡echos inherentes a todo ser humano, lo quc
incluye el derecho a ser oído co¡ las debidas garantias.

11. Cabe añadir quc la participación directa de las pafes, en defensa de sus i[tereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye ut elemenlo que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de
una pe¡sona sin pe¡milirle alegar lo conespondiente a su favor, [o que resultaría
excluyente y antidemocrá1ico. Además, el Tribunal Constitucional tienc el deber
ineludible dc optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y ios
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constilucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suñciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

EXP. N." 01081-201 8-PltD/TC
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12. En ese sentido, la Cofte Interame cana de Derechos Humanos ha establecido que el
de¡echo de defensa "obliga al Esfado q tratar al itldiriduo en todo momenfo cor o
tm yerdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido ¿e este Loncepto, y no
s¡npleñente como objeto del mismo"t . y que "parLr que eytsta deb¡do proceso legal
es prec¡so que un justicíable pueda hacer valer sus derechos y defender su^s

intereses efi-.fotma efectiva y en condíc¡ones de igudldad procesal con olros
just¡cidbles'P.

I Co¡te IDH. Caso Baúeto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009-
pturafo 29.
2 Co.te IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, prilrafo 146.

rM
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13. El modelo de "instancia de fallo" piasmado en la Constitución no puede scr
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicl,o Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competcn(ia
para "revisar" Di mucho menos "¡ecalifica¡" el recuso de agravio constitucional.

15. De confomidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'Iribunal Constitucional Ío "concede" el ¡ecu¡so. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que lc coÍesponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no Ie ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recü¡so, sino por cl contra o de "conocer" Io que la parte alega
como trn agravio que le c¿usa indelensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación lórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos.
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supüestos especificos, a saber,
identiñcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no dellnirlo, ni justifica¡lo,
convicfe el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
al'ectar, entre otros, el derecho l'undamental de defensa, en su manifestación de scr
oído con las debidas garantías, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas )
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tend¡ian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, m tatis mutandis, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Siínchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una ¡eafi¡mación de la natu¡aleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cierto, ctc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtua¡ la esencia p ncipal del ¡ecurso de agravio
constilucional-

M

NATUR"{LEZA PROCESAL DEL Rf,CURSO DE AGRAvIo CoNSTITUCIoNAL
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19. Por tanto, si se ticne en cuenta que Ia justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se colvoque a audiencia para la
vista, lo quc garantiza que el Tribunal Constitucional, eo tanto instancia última y
deñnitiva, sca la adecuada para poder escucha¡ a las personas afectadas en sus
derechos csenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda cl camino de la jurisdicción internacioDal de protección de derechos
humanos.

20. Como alirmó Raúl FeÍero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitüción, pues si toda garantia constitucional
cntraña el acceso a la prestación .jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está dcfcndiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprinida o
envilecida sin Ia protección judicial auté¡ltica".
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